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por «Euro-Urban, S. A.», contra resolución de 20 de junio de 1975 
sobre sanción, se ha dictado sentencia con fecha 30 de octubre 
de 1979, cuya parte dispositiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Que desestimando, como desestimamos, el re­
curso contencioso-administrativo interpuesto por la Compañía 
"Euro-Urban, S; A.”, contra la resolución del Ministro de la 
Vivienda de veinte de junio de mil novecientos setenta y cinco, 
confirmatoria en alzada de la del Director general de la Vi­
vienda de veintiséis de septiembre de mil novecientos setenta 
y cuatro, que impuso a aquélla una multa de cinco mil pesetas 
y la obligación de ejecutar obras para eliminar las deficiencias 
constructivas manifestadas en el edificio por ella promovido en 
la calle José Luis Arrese, dos, de esta capital, debemos decla­
rar y declaramos ser dichos actos ajustados a derecho en cuanto 
en los motivos de lp. impugnación, absolviendo, en consecuencia, 
a la Administración demandada, sin expresa mención de las 
costas.»

Este Ministerio, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 103 y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdic­
ción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha 
dispuesto que se cumpla en sus propios términos la referida 
sentencia.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás 
efectos.

Madrid, 28 de abril de 1980.—P. D., el Subsecretario de Obras 
Públicas y Urbanismo, Manuel Pérez Olea.

limo, Sr. Director general de Arquitectura y Vivienda.

13099 ORDEN de 28 de abril de 1980 por la que se 
dispone el cumplimiento en sus propios términos 
de la sentencia recaída en el recurso contencioso- 
administrativo número 405.515.

limo. Sr.; En el recurso contencioso-administrativo seguido 
ante el Tribunal Supremo, Sala Cuarta, con el número 405.515, 
interpuesto por don Nicolás Aparicio Pérez, contra resolución de 
31 de mayo de 1974 sobre elevación de las actuaciones a ex­
pediente sancionador, se ha dictado sentencia con fecha 23 de 
enero de 1980, cuya parte dispositiva -literalmente dice:

«Fallamos-, Que debemos declarar y declaramos inadmisible 
el presente recurso contencioso-administrativo interpuesto por 
don Nicolás Aparicio Pérez, contra resolución del Ministerio de 
la Vivienda fecha treinta y uno de mayo de mil novecientos se­
tenta y cuatro, en alzada, contra la que el quince de junio de 
mil novecientos setenta y tres fue dictada por la Delegación 
Provincial de la Vivienda de Córdoba.,, Sin costas.»

Este Ministerio, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 103 y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdic­
ción Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha 
dispuesto que se cumpla en sus propios términos la referida sen­
tencia.

Lo que comunico a V, I. para su conocimiento y demás 
efectos.

Madrid, 28 de abril de 1980.—P. D., el Subsecretario de Obras 
Públicas y Urbanismo, Manuel Pérez Olea.

limo. Sr. Director general de Arquitectura y Vivienda.

13100 ORDEN de 28 de abril de 1980 por la que se 
dispone el cumplimiento en sus propios términos 
de la sentencia, recaída en el recurso contencioso- 
administrativo número 406.204.

limo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo, seguido 
ante el Tribunal Supremo, Sala Cuarta, con el número 406.204, 
interpuesto por «Compañía Mercantil Orto, S. A.», contra resolu­
ción de 28 de abril de 1975, se ha dictado sentencia con fecha 
30 de enero de 1980, cuya parte dispositiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Que desestimando, como desestimamos, el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por el Procurador de los 
Tribunales don Santos de Gandarillas Carmona, que actúa en 
nombre y representación de la "Compañía Mercantil Orto, So­
ciedad Anónima", contra la resolución del Ministerio de la 
Vivienda de veintiocho de abril de mil novecientos setenta y 
cinco, que confirmó parcialmente en vía de alzada, la de la Di­
rección General de la Vivienda de trece de noviembre anterior, 
por la que se impuso a la citada Sociedad una multa de quince 
mil pesetas y la ejecución de determinadas obras, debemos de­
clarar y declaramos, absolviendo como absolvemos a la Ad­
ministración de las pretensiones contra ella actuadas, que la 
resolución impugnada es conforme a derecho. No se hace espe­
cial declaración de condena respecto de las costas y tasas ju­
diciales causadas en este recurso.»

Este Ministerio, de conformidad con lo establecido en los 
artícujos 103 y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdic­
ción Contencioso-Administrativa, de 27 de diciembre de 1956,

ha dispuesto que se cumpla en sus propios .términos la referida 
sentencia.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás 
efectos.

Madrid, 28 de abril de 1980.—P. D., el Subsecretario de Obras 
Públicas y Urbanismo, Manuel Pérez Olea.
limo. Sr Director general de Arquitectura y Vivienda.

13101 ORDEN de 28 de abril de 1980 por la que se dis­
pone el cumplimiento en sus propios términos de la 
sentencia recaída en el recurso contencioso-admi­
nistrativo número 406.455.

limo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo, seguido 
ante el Tribunal Supremo, con el número 408.455, interpuesto 
por don Segundo Rodríguez López, contra resolución de 1 de 
agosto de 1975, se ha dictado sentencia con fecha 20 de diciem­
bre de 1979, cuya parte dispositiva, literalmente, dice:

«Fallamos: Que desestimando el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Segundo Rodríguez López, contra las 
Resoluciones dictadas por la Dirección General de la Vivienda 
de treinta de enero de mil novecientos setenta y cinco, y en 
alzada, que se desestima por el propio Ministerio, de primero 
de agosto de igual año, y por las que se acúerda imponer al 
recurrente una multa de treinta mil pesetas, fcon obligación de 
realizar, dentro dé los plazos que se señalan, determinadas 
obras en la finca sita en el número diecinueve (antes once) de 
la calle Cuartel de la Montaña, de1 Avila, debemos declarar y 
declaramos que las Resoluciones administrativas recurridas son 
válidas y eficaces como ajustadas a derecho y por tanto se 
mantienen en su integridad, sin hacer expresa condena de cos­
tas.»

Este Ministerio, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 103 y siguientes de la Ley reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dis­
puesto que se cumpla en sus propios términos la referida sen­
tencia.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y demás 
efectos. i

Madrid, 28 de abril de 1980.—P. D., el Subsecretario de Obras 
Públicas y Urbanismo, Manuel Pérez Olea.

limo. Sr. Director general de Arquitectura y Vivienda.

13102 RESOLUCION de 1 de abril de 1980, de la Direc­
ción General de Obras Hidráulicas, por la que se 
hace pública la autorización para labores de alum­
bramiento de aguas en el barranco del Pinito, 
término municipal de La Orotava, a favor de la 
Comunidad de Aguas «San Diego».

 La Comunidad de Aguas «San Diego» ha solicitado autoriza­
ción para ejecutar labores de alumbramiento de aguas en terre­
nos de dominio público del barranco del Pinito, en el término 
municipal de La Orotava (Tenerife), y

Este Ministerio- ha resuelto autorizar a la Comunidad de 
Aguas «San Diego» para ejecutar labores de alumbramiento de 
aguas subterráneas en terrenos de dominio público del cauce 
del barranco del Pinitio, en el término municipal de La Orota­
va (Santa Cruz de Tenerife), mediante perforación de un tramo 
de galería de 1.190 metros de longitud, con once alineaciones 
rectas sucesivas, cuyas longitudes parciales son: 177 metros, 
129,50 metros, 134 metros, 22,50 metros, 163 metros, 124 metros, 
54 metros, 95,50 metros, 63 metros, 145 metros y 82,50 metros, 
y SUS acimuts respectivos: 172.48°, 181,23°, 159,27°, 187,56°, 148,48°, 
168,25°, 144,20°, 121,01°, 184,09°, 132,60° y 87,58°, en grados cente­
simales, <y que comenzarán a los 461 metros de la bocamina de 
una galería emboquillada en el lugar conocido por San Diego, 
a la cota de 7 metros sobre el nivel del mar, autorizada en 
terrenos de particulares' en el expediente número 5.276, con 
sujeción a las siguientes condiciones:

Prihiera.—Las obras ee ejecutarán con arreglo al proyecto 
suscrito por el Ingeniero de Minas don Manuel Lecuona Ribot, 
en Santa Cruz de Tenerife y lo de maro de 1973, con un pre­
supuesto de ejecución material de 2.445.583,15 pesetas, en tanto 
no se oponga a las presentes autorización y condiciones, que­
dando autorizado el Servicio Hidráulico de Santa Cruz de Tene­
rife para introducir o aprobar* las modificaciones de detalle 
que crea conveniente y que no afectan a las características 
esenciales de la autorización.

Segunda.—En el período de aceptación de estas condiciones 
la Comunidad autorizada elevará el depósito ya constituido, del 
1 por 100 del importe del presupuesto de las obras, hasta el 
3 por 100 de dicho presupuesto, el cual quedará en calidad de 
fianza definitiva a responder del cumplimiento de estas condi­
ciones, siendo devuelto una vez aprobada por la superioridad 
el acta de reconocimiento final de las obras.

Tercera.—Las obras comenzarán en el plazo de cuatro meses 
y terminarán en el de cuatro años, contados ambos plazos a 
partir de la fecha de publicación de esta autorización en el 
«Boletín Oficial del Estado».

Cuarta.—La inspección y vigilancia de las obras, tanto du­
rante su construcción como en 6U explotación, estarán a cargo



del Servicio Hidráulico de Santa Cruz de Tenerife, y sus gastos, 
con arreglo a las disposiciones que le sean aplicables en cada 
momento y, en especial,- al Decreto número 140, de 4 de fe­
brero de 1960, serán de cuenta de la Comunidad autorizada, la 
cual viene obligada a dar cuenta al expresado Servicio Hidráuli­
co del principio y fin de dichas obras, asi como de cuantas 
incidencias ocurran durante la ejecución, explotación y conser­
vación de las mismas. Terminadas estas obras se procederá 
a su reconocimiento, levantándose acta -en la que conste el 
caudal alumbrado, el cumplimiento de las condiciones impues­
tas y de las disposiciones en vigor que Te 6ean aplicables, de­
biendo ser aprobada dicha acta por la superioridad.

Quinta.—Los trabajos se realizarán con arreglo a los buenos 
principios de la Construcción. Loe productos de las escavaciones 
6erán depositados en sitio y formá que no perturben los regí­
menes y cauces de las aguas ni perjudique los intereses de 
particulares, y la Comunidad autorizada, bajo su responsabili­
dad, adoptará las precauciones necesarias para la seguridad de 
las obras y para evitar -accidentes a los trabajadores.

Sexta.—Cuando en la perforación de un dique aparezca agua 
en cantidad que impida su aprovechamiento normal, deberá 
la Comunidad autorizada suspender los trabajos, dando inme­
diatamente cuenta de ello, hasta que se instalen un dispositivo 
capaz de permitir el cierre de dicho dique, resistir el empuje 
del agua y regularizar su salida, debiendo ser aprobado el 
proyecto del mismo por el Servicio Hidráulico de Santa Cruz 
de Tenerife.

Séptima.—Se concede esta autorización dejando a salvo el 
derecho de propiedad y sin perjuicio de tercero, siendo respon­
sable la Comunidad autorizada de los daños y perjuicios que con 
motivo de las obras o Servicios puedan irrógame, tamto durante 
su construcción como de su explotación, y quedando obligada 
a ejecutar las obras necesarias para conservar o sustituir las 
servidumbres existentes.

Octava.—Se autoriza la ocupación de los terrenos de domi­
nio público, que para la ejecución de las obras considere nece­
sario el Servicio Hidráulico de Santa Cruz de Tenerife.

Novena.—Queda sometida esta autorización a la§ disposicio­
nes en vigor relativas a la protección a la industria nacional, 
legislación social y a cuantas otras de carácter fiscal y admi^ 
nistrativo rijan actualmente o que 6e dicten en lo sucesivo, y 
que le sean aplicables, como a las prescripciones-contenidas en 
el Reglamento de Policía Minera para la seguridad de los tra­
bajos y de los obreros, y a los artículos 22 y 120 del Reglamento 
de Armas y Explosivos en cuanto puedan modificar aquél.

Diez.—La Comunidad autorizada queda obligada a remitir 
anualmente al Servicio Hidráulico de Santa Cruz de Tenerife 
el.resultado de dos aforas realizados-de la misma forma y por 
técnico competente en épocas de máximo y minimo caudal, los 
cuales podrán comprobar dicho Servicio Hidráulico, si lo esti­
mase necesario, siendo los gastos derivados a costa de la Co­
munidad autorizada.

Once.—El Servicio Hidráulico de Santa Cruz de Tenerife 
podrá intervenir en la ordenación de los trabajos señalados el 
ritmo con que han de ejecutarse, pudiendo obligar.a la suspen­
sión temporal de los mismos, si así conviniese para determinar 
la.influencia que éstos y otros que se realicen en la zona puedan 
tener entre sí.

Doce.—La Comunidad autorizada no Podrá hacer Cesión de la 
autorización concedida a un tercero, salvo que, previo el trá­
mite reglamentario, sea aprobada por el Ministerio de Obras 
Públicas.

Trece.—La Comunidad autorizada queda obligada a dar cuen­
ta a la Jefatura del Distrito Minero.de la provinca de Santa 
Cruz de Tenerife de la aparición de go6es mefíticos en las la­
bores, a fin de poder ésta tomar las medidas de salvaguardia 
necesarias para la protección del personal obrero, así como de­
berá presentar en dicha Jefatura los proyectos de instalacio­
nes mecánicas y sistema de perforación que sean necesarios 
para la ejecución de las obras, sin cuya aprobación no podrá 
comenzar las operaciones correspondientes. Asimismo el bene­
ficiario deberá nombrar, para la Dirección Técnica de los tra­
bajos, un facultativo legalmente autorizado. .

Catorce.;—La Comunidad autorizada queda obligada a entre­
gar al Servicio Hidráulico de Santa Cruz de Tenerife el 5 por 100 
de las aguas alumbradas, libre de todo gasto, en los puntos 
que aquél indique.

Quince.—La Administración se reserva el derecho de tomar 
del alumbramiento los volúmenes de agua necesarios para toda 
clase de obras públicas, en la forma que estime conveniente, 
pero sin perjudicar las obras de la concesión.

Dieciséis.—Las tarifas de aplicación de venta del agua serán 
de 3 pesóte.s/mctro cúbico en -invierno y 4 pesetas/motro cú­
bico en verano, o la6 oficiales si las hubiese, siendo necesario 
para su implantación de aprobación del expediente correspon­
diente por la autoridad competente.

Diecisiete.—Caducará e6ta autorización por incumplimiento 
de cualquiera de las preinsertas condiciones y autorización, así 
como en los demás casos previstos por las disposiciones vigen­
tes, procediéndose en tal caso con arreglo a los trámites seña­
lados en la Ley General de Obras Públicas y Reglamento para 
su ejecución.

Lo que se hace público en cumplimiento de las disposicio­
nes vigentes.

Madrid, 1 de abril de 1980.—El Director general, P. D., el 
Comisario central de Aguas, José María Gil Egea.

13103 RESOLUCION de 14 de abril de 1980, de la Confe­
deración Hidrográfica del Tajo, referente al expe­
diente de expropiación forzosa motivado por las 
obras del canal principal de la margen derecha 
del río Alagón, sectores X, XII y XIV, en el térmi­
no municipal de Coria (Cáceres).

Examinado el expediente tramitado por esta Confederación 
Hidrográfica del Tajo, para declarar la necesidad de ocupación 
de los terrenos necesarios para realizar las obras del canal prin­
cipal de la margen derecha del río Alagón, sectores X, XII y 
XIV, en el término municipal de Coria (Cáceres);

Resultando que, sometida a información pública la relación 
de propietarios y bienes afectados., se inserta el edicto regla­
mentario en el «■Boletín Oficial del Estado» número 297, de 
11 de diciembre de 1975 y en el «Boletín Oficial» de la provincia, 
números 273 y 274, de 3 y 4 de diciembre de 1975, y en el dia­
rio «Extremadura» en su edición de 26 de noviembre de 1975, 
exponiéndose en el tablón de edictos del Ayuntamiento de Coria 
(Cáceres); '

Resultando que en fecha 6 de diciembre de 1975 presenta 
una reclamación don José María León Gutiérrez, que, junto con 
su hermana doña María León Gutiérrez, es propietario de la 
finca número 27 del expediente expropiatorio, en la que comu­
nica que la clase de cultivo de la mencionada finca es olivar de 
primera clase;

Resultando que, en fecha 5 de diciembre de 1977, doña Juana 
Valiente Gil presenta un escrito solicitando le sea abonada 
la parte que le corresponda por las fincas afectadas en el ex­
pediente;

Resultando que, remitido el expediente a dictamen de la 
Abogacía del Estado, remite el siguiente informe;

«Que el expediente aparece debidamente tramitado por lo que 
merece su aprobación en tal sentido.

Que en cuanto al escrito de don José María León Gutiérrez 
no procede su toma de consideración en este momento procedi- 
mental, pero sí en el de determinación del justiprecio. Igual 
consideración merece el escrito de doña Juana Valiente Gil, 
quien se limita a solicitar el pago por la expropiación.

Que el Abogado del Estado que suscribe no tiene reparo al­
guno que formular a la declaración de necesidad de ocupación.»

Considerando que esta Dirección es competente para conocer, 
tramitar y resolver expedientes de expropiación forzosa de 
acuerdo con el artículo 98 de la vigente Ley de Expropiación 
Forzosa de 16 de diciembre de 1954;

Considerando que' los informes emitidos son favorables y 
proponen la aprobación del expediente, así como la declara­
ción de la necesidad de ocupación de los bienes incluidos en el 
mismo y afectados por las obras del canal principal de la 
margen derecha del río^ Alagón, sectores X, XII y XIV, en 
el término municipal de' Coria (Cáceres),

Esta Dirección, de acuerdo con el artículo 98 de la vigente 
Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954, ha 
resuelto declarar la necesidad de ocupación de los bienes y 
derechos afectados por las obras del canal principal de la 
margen derecha del rio Alagón, sectores X, XII y XIV, en el 
término municipal de Coria (Cáceres), ordenando se publique 
esta resolución en la forma reglamentaria.

Se significa que el presente acuerdo puede ser recurrido en 
alzada ante el Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, en 
el plazo de diez días, contados desde su notificación.

Madrid, 14 de abril de 1980.—El Ingeniero Director.—7.147-E.

13104 RESOLUCION de 23 de abril de 1980, de la Direc­
ción General de Puertos y Costas, por la que 
se hace pública la autorización otorgada a «Agro- 
Industrial Hércules, S. A.», para ampliación de des­
tino de la concesión otorgada a don Alfonso Sánchez 
Huerta y transferida a dicha Empresa, para de­
dicarla a garaje, taller de reparación, lavado y era- 
graase de vehículos, depósito y distribución de éste 
y de sus ccesorios, en la explanada del Cañonero 
Dato.

El ilustrísimo señor Director general de Puertos y Costas, 
en uso de las facultades delegadas por Orden ministerial de 6 de 
junio de 1979 («Boletín Oficial del Estado» de 23 do junio), ha 
otorgado, con focha 13 de marzo de 1980, una autorización a 
«Agro-Industrial Hércules, S. A.», cuyas características son las 
siguientes:

Zona de servicio: Puerto de Ceuta.
Destino: Ampliación de! de la concesión otorgada a don Al­

fonso Sánchez Huerta y transferida a dicha Empresa, para dedi­
carla a garaje, taller de reparación, lavado y engrase do vehícu­
los, depósito y distribución de éste y de sus accesorios, en la ex­
planada del Cañonero Dato.

Plazo concedido: Cuarenta años.
Lo que se hace público para general conocimiento.
Madrid, 23 do abril de 1980 —El Director general, Carlos 

Martínez Cebolla.


